
 

 
  

INICIATIVA QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 10 Y 17 TER DE LA LEY GENERAL DEL 

EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE, 17 DE LA LEY DE OBRAS 

PÚBLICAS Y SERVICIOS RELACIONADOS CON LAS MISMAS, Y 29 DE LA LEY GENERAL DE 

BIENES NACIONALES, A CARGO DEL DIPUTADO JOSÉ GUILLERMO ARÉCHIGA 

SANTAMARÍA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA 

El que suscribe, José Guillermo Aréchiga Santamaría, diputado federal integrante del Grupo Parlamentario del 

Movimiento de Regeneración Nacional de la LXIV Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con 

fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos y los artículos 6, numeral 1, fracción I; 77, numeral 1; y 78 del Reglamento de la Cámara de 

Diputados, somete a consideración del pleno de la Cámara de Diputados la presente iniciativa con proyecto de 

decreto por la que se reforman los artículos 10 y 17 Ter de la Ley General de Equilibrio Ecológico y la 

Protección al Ambiente, el artículo 17 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas, y 

el artículo 29 de la Ley General de Bienes Nacionales, de conformidad con la siguiente 

Exposición de Motivos 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos señala en el artículo 4o. que “toda persona tiene 

derecho a un medio ambiente sano para su desarrollo y bienestar”. La misma Carta Magna, en su artículo 73 

fracción XXIX-G, faculta al Congreso para expedir leyes que establezcan la concurrencia del gobierno federal, 

de los gobiernos de las entidades federativas, de los municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, 

en materia de protección al medio ambiente y la preservación y restauración del equilibrio ecológico. 

La Ley General de Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente tiene por objeto propiciar el desarrollo 

sustentable y establecer las bases para, entre otros asuntos: 

V. El aprovechamiento sustentable, la preservación y, en su caso, la restauración del suelo, el agua y los demás 

recursos naturales, de manera que sean compatibles la obtención de beneficios económicos y las actividades de 

la sociedad con la preservación de los ecosistemas. 

El artículo 17 ter de esta ley prevé que las autoridades del orden federal deben instalar un sistema de captación 

pluvial en los inmuebles a su cargo, teniendo un año a partir de la reforma realizada en mayo del 2013 para 

cumplir con este requisito. Estas modificaciones se habrían de realizar conforme a la situación geográfica, 

técnica y financiera. Sin embargo, los inmuebles públicos o bajo el uso público requieren, además, de otras 

modificaciones que permitan minimizar su impacto ambiental, garantizando su sustentabilidad. De esta forma, 

el sector público contribuiría a la necesaria corrección de los patrones de consumo y generación de residuos de 

la sociedad. 

La Ley General de Bienes Nacionales establece en su artículo 1° que, entre sus objetos, se encuentra el de la 

administración de los inmuebles federales y los de propiedad de las entidades. Esta ley, en su artículo 28, 

establece que es facultad de la Secretaría de la Función Pública dictar las reglas del aprovechamiento de los 

inmuebles federales y promover el óptimo aprovechamiento del patrimonio, entre otras. En su artículo 29 

además agrega que corresponde a esta secretaría emitir las normas técnicas para, en general, “el óptimo 

aprovechamiento, funcionalidad y racionalidad de los inmuebles federales utilizados como oficinas 

administrativas...”. 

La Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas señala en su artículo 1° que, entre otros: 



 

 
  

...tiene por objeto reglamentar la aplicación del artículo 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos en materia de contrataciones de obras públicas, así como de los servicios relacionados con las 

mismas. 

Esta ley, en su artículo 17, establece las bases sobre las que deberá ajustarse la planeación de las obras públicas 

y sus servicios. 

Las consecuencias de las malas prácticas ambientales son cada vez más evidentes en diversos rubros. El cambio 

climático, la sobreexplotación de los recursos, la contaminación de cuerpos de agua, de la atmósfera y del 

subsuelo, y en general el impacto ambiental de la actividad humana amenazan la supervivencia de la especie. 

Respecto al cambio climático, en octubre del 2018 el Grupo Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio 

Climático (IPCC) urgió a la sociedad global a realizar cambios de gran alcance para limitar el calentamiento 

global a 1.5°C, como se convino en el Acuerdo de París. De no realizarse estos cambios, el IPCC anticipa 

condiciones meteorológicas más extremas, crecientes niveles del mar y pérdidas de ecosistemas (Noticias ONU, 

2018). 

La Organización de las Naciones Unidas (ONU) aprobó en 2015, en el marco de la Cumbre del Desarrollo 

Sostenible, el proyecto “Transformar nuestro mundo: la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible”. Esta 

agenda se compone de 17 objetivos y 169 metas que incluyen como ejes rectores, entre otros, el cambio 

climático y el consumo sostenible. Este documento tiene como propósito orientar los esfuerzos de los países 

hacia un futuro más equitativo y sustentable. Además, convoca a fortalecer las instituciones y a aplicar leyes y 

políticas en favor del desarrollo sostenible. 

México debe sumarse a los esfuerzos mundiales y apostar por nuevas prácticas que reduzcan el impacto 

generado en el medio ambiente. En 2015, la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (Semarnat) 

publicó el Informe de la situación del medio ambiente en México, donde señala que es imposible sostener los 

patrones de consumo de la sociedad humana. En México, para 2012, la llamada huella ecológica, es decir, la 

superficie necesaria para producir los recursos y absorber el impacto de las actividades humanas sobre la 

naturaleza, excede un 60 por ciento la biocapacidad del territorio nacional para absorberla. 

Es importante recalcar que México es particularmente vulnerable al cambio climático, por su ubicación 

geográfica y sus características hídricas. Según datos de Conagua, las costas del país han sido impactadas por 

230 ciclones tropicales en el periodo 1970-2016, 25 de los cuales son considerados huracanes intensos. 

El sector público tiene un papel importante en la corrección del rumbo. Desde la toma de decisiones en favor de 

la sostenibilidad hasta la corrección de las prácticas que impactan en el medio ambiente. Los inmuebles 

públicos albergan importantes áreas de oportunidad al respecto. 

Se ha dado un significativo paso al impulsar la captación de agua pluvial en edificios públicos; sin embargo, es 

necesario ampliar las medidas que deben de ser implementadas para impactar en otras áreas de urgencia similar 

y, sobre todo, ampliar el rango de los edificios públicos federales a todos aquello que se utilicen para 

actividades públicas en cualquier orden de gobierno. 

Un tema prioritario es la generación de desechos sólidos. Entendiéndolos como todos aquellos desechos no-

líquidos generados por la actividad humana (OMS). La problemática en México es más grave que la que se 

presenta a nivel mundial. De acuerdo con el Banco Mundial, a nivel mundial cada persona genera un promedio 

de 0.74 kilogramos de basura por día, mientras que, en México, según el Inegi, se generan 1.27 kilogramos de 



 

 
  

basura per cápita al día. Esta generación de basura representa un costo a los gobiernos locales, obligados a 

recolectar un total de 86,343 toneladas de basura al día. 

Para el 2012, solamente 9.6 por ciento del volumen total de los residuos generados fue reciclado. Del volumen 

reciclado, 32 por ciento del material era papel, cartón y productos de papel, 15.8 por ciento era PET, 13.8 por 

ciento vidrio y 9.2 por ciento metales. Todos estos son materiales utilizados ordinariamente en oficinas públicas 

y privadas (Semarnat, 2015). 

Siguiendo la pauta mundial, dos Objetivos de Desarrollo Sostenible abordan la generación de residuos urbanos 

sólidos. El Objetivo 11 “Ciudades y comunidades sostenibles” tiene como meta 11.6 reducir el impacto 

ambiental negativo per cápita en las ciudades. Mientras, el Objetivo 12 “Producción y consumo responsables” 

programa como meta 12.5 reducir considerablemente la generación de desechos mediante actividades de 

prevención, reducción, reciclaje y reutilización. 

Por otro lado, también es fundamental abordar la generación energética y considerar que el sector energético es 

responsable de más de la mitad de las emisiones de gases de efecto invernadero en el mundo (Agencia 

Internacional de Energía, 2009). Es urgente la necesidad de plantear nuevas alternativas energéticas 

considerando fuentes de energía limpia y el uso eficiente de los energéticos para mitigar los impactos del 

cambio climático en la salud de las personas, en la frecuencia de fenómenos ambientales extremos, en el 

elevamiento del nivel de los mares y en general en los impactos que el calentamiento global tiene sobre los 

ecosistemas y la sociedad. 

En 2015, México emitió 683 millones de toneladas de dióxido de carbono equivalente, 64 por ciento de las 

cuales fueron resultado del consumo de combustibles fósiles (Instituto Nacional de Ecología y Cambio 

Climático, 2015). Según el Balance Nacional de Energía 2016, publicado por la Secretaría de Energía, el 

consumo de energía per cápita aumentó en un 6.1 por ciento a tasa anual, con el 86.8 por ciento de la 

producción proviniendo de los hidrocarburos. 

La Estrategia Nacional de Energía 2013-2017 reconoce que, en México, es necesario reforzar la aplicación de 

normas de eficiencia y reglamentos de construcción que permitan alcanzar los niveles de intensidad energética 

de economías más productivas. Si bien, esta estrategia requiere incluir a los inmuebles de propiedad privada, es 

también vital que el Estado asuma su obligación de participar en las nuevas prácticas energéticas encontrando 

las áreas de oportunidad existentes y reconociendo que el beneficio público de un ambiente sano supera el costo 

de la modernización de los inmuebles. La ruta propuesta internacionalmente para alcanzar estos propósitos se 

puede encontrar en el Objetivo 7 de la Agenda 2030: “Energía asequible y no contaminante”. En este objetivo 

se plantea como meta 7.b ampliar la infraestructura y mejorar la tecnología para prestar servicios energéticos 

modernos y sostenibles para todos. 

Existen diversos ejemplos de buenas prácticas que pueden concentrarse en atender la eficiencia energética en 

áreas como la iluminación, equipos de oficina, climatización de instalaciones y vehículos, entre otras. 

Otro tema urgente es el de los recursos hídricos. La huella hídrica del país, es decir el volumen total de agua que 

se utiliza para producir los bienes y servicios (Semarnat, 2015), fue 42 por ciento mayor que el promedio 

mundial entre 1996 y 2005. Por otro lado, para el año 2014, el volumen total de aguas residuales provenientes 

de las descargas municipales fue de aproximadamente 228.7 metros cúbicos por segundo, del cual solamente el 

47 por ciento recibió tratamiento (Semarnat, 2015). 

La Comisión Nacional del Agua reconoce que algunas regiones cuentan con una cantidad de agua renovable per 

cápita “preocupantemente baja”, partiendo de que el país cuenta con 450.8 mil millones de metros cúbicos de 



 

 
  

agua dulce renovable al año, incluyendo las importaciones y exportaciones de agua realizadas por el país. Ante 

esta realidad, la captación y aprovechamiento del agua de lluvia es una necesidad, de forma que pueda ser 

utilizada posteriormente, bajo condiciones de déficit de lluvia (FAO, 2013). 

También dentro de los Objetivos de Desarrollo Sostenible, el objetivo 6 “Agua limpia y saneamiento” tiene 

como meta 6.4 la de aumentar considerablemente el uso eficiente de los recursos hídricos en todos los sectores 

y asegurar la sostenibilidad de la extracción y el abastecimiento de agua dulce para hacer frente a la escasez de 

agua y reducir considerablemente el número de personas que sufren falta de agua. Como meta 6.b se plantea 

apoyar y fortalecer la participación de las comunidades locales en la mejora de la gestión del agua y el 

saneamiento. En este tenor, el Informe Nacional Voluntario 2018, del gobierno de México sobre los objetivos 

sustentables, reconoce entre sus desafíos incrementar la reutilización de agua en los servicios municipales. 

Además de la captación pluvial, existen una amplia gama de alternativas como las instalaciones de fontanería 

para ahorro de agua, reutilización o reciclaje de aguas residuales, instalación de contadores que permiten la 

segregación y control de consumos y fugas, selección de equipos hidro-eficientes, uso de jabones y productos 

biodegradables que no contengan cloro ni fosfatos, y el desarrollo de programas de mantenimiento preventivo. 

Los inmuebles utilizados con un fin público y, sobre todo, aquellos que se ocuparán y construirán en el futuro 

deben planearse a partir de una perspectiva que tenga como ejes rectores la sustentabilidad y el cuidado del 

medio ambiente. Existen diversos ejemplos de buenas prácticas que impulsan la migración de prácticas 

insostenibles a prácticas con visión de futuro. 

El antiguo Palacio del Ayuntamiento, que desde 1930 fue sede del gobierno del Distrito Federal hasta que se 

propuso se convirtiera en museo en 2017, es un ejemplo de edificio público sustentable. En su azotea se 

encuentra un área verde de 475 metros cuadrados. Además, cuenta con paneles solares que ayudaron a reducir 

la emisión de dióxido de carbono, un sistema de agua pluvial y una política de reciclaje (Excélsior, 2016). 

El edificio de la delegación Azcapotzalco es una de las experiencias más importantes relativas a la inversión en 

la sustentabilidad de los edificios públicos. La instalación de 240 paneles solares en 2013 permitió el ahorro de 

60 mil pesos mensuales. Además, con la instalación de 654 lámparas y 129 sensores de movimiento en el 

inmueble se logró un ahorro de 70 por ciento del consumo de electricidad (Más por más, 2013). 

Además de las instalaciones de atención al público, las instituciones educativas son un espacio en el que 

modificar las prácticas y actividades que tienen un impacto ambiental, obtendría un resultado favorable para 

todos los actores que ahí conviven. Hasta hoy, los padres de familia son quienes han tenido que cubrir gastos 

como el consumo energético de los inmuebles escolares, lo que justifica cuestionar la gratuidad de la educación 

en México. 

Como parte de la investigación realizada para la propuesta de esta iniciativa se utilizaron dos escuelas ubicadas 

en la Ciudad de Puebla, para identificar las posibilidades y beneficios que se obtendrían al adoptar nuevas 

formas de consumo energético e hídrico. 

El primer ejercicio se realizó en la Escuela Secundaria Oficial Profesor Nicolás Reyes Alegre, la cual cuenta 

con 3 grados educativos, 9 grupos, 8 maestros y 371 estudiantes (SIGED, 2019). Para tal escuela se sugirió 

instalar 17 paneles solares policristalinos de 270 Vatios en 43 metros cuadrados, alcanzando un de ahorro 

estimado del 91.0 por ciento sobre la factura de Comisión Federal de Electricidad. El costo total de la 

instalación completa se cotizó en 177,804 pesos. Considerando que la escuela paga en promedio 5,250 pesos 

mensuales de consumo de energía eléctrica, la inversión se recuperaría en aproximadamente 5 años, pues la 

tarifa básica ya una vez instalados los paneles se reduciría a sólo 204 pesos. 



 

 
  

El segundo ejercicio se realizó en el Centro Escolar Manuel Espinoza Yglesias, éste abarca educación básica y 

media superior. En los niveles de educación básica cuenta con 2,884 alumnos, 80 docentes y 68 grupos 

(SIGED, 2019). En este centro educativo se consideró un mecanismo para tratar aguas residuales, llegando a la 

conclusión de que es posible tratar el 50 por ciento de las aguas residuales del Centro Escolar utilizándolas para 

el riego de áreas verdes. El sistema de captación pluvial propuesto tendría un costo de 1.1 millones de pesos, 

abarcando una capacidad de captación anual de 1,500 m
3, 

alcanzando a ahorrar aproximadamente 200 mil pesos 

anuales, recuperando la inversión en un plazo de 5 años y medio. 

Incluir este tipo de sistemas en los inmuebles escolares permitiría que la carga económica no recayera en los 

padres de familia y así, se disminuyera las cuotas que actualmente cubren. Escenario que debe ser replicado en 

las instituciones públicas del país, sin diferenciar el uso del inmueble. 

Inclinarse hacia una agenda sustentable e incluirla en la construcción de los nuevos edificios públicos y en la 

adaptación de los ya existentes permitiría adoptar de forma más concisa la responsabilidad ambiental del 

Estado, comenzando así a encaminar un estilo de vida generalizado evocado hacia la sustentabilidad. 

A continuación, se presenta un análisis comparativo de las modificaciones propuestas: 



 

 
  



 

 
  



 

 
  

 

Por lo expuesto y en compromiso con el consumo racional de los recursos, me permito someter a la 

consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se reforma el artículo 10 y 17 Ter de la Ley General de Equilibrio Ecológico y la 

Protección al Ambiente, el artículo 17 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las 

Mismas, y el artículo 29 de la Ley General de Bienes Nacionales 

Primero. Se adiciona un párrafo al artículo 10 y se reforma el artículo 17 Ter de la Ley General de Equilibrio 

Ecológico y la Protección al Ambiente para quedar en los siguientes términos: 

Artículo 10. 

... 

Los organismos constitucionalmente autónomos emitirán los lineamientos conducentes, conforme a sus 

facultades y atribuciones de ley, para cumplir las previsiones de la presente ley. 

Artículo 17 Ter. Las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, el Poder Legislativo 

Federal, el Poder Judicial de la Federación, los organismos constitucionales autónomos, así como los gobiernos 

de las Entidades Federativas, en sus distintos poderes constituidos, y los gobiernos municipales, realizarán las 

modificaciones necesarias a los inmuebles que ocupen o estén bajo su custodia para limitar su impacto 

ambiental. Estas modificaciones deberán incluir medidas que permitan optimizar la generación y consumo de 

energía; un sistema de captación pluvial y reúso de líquidos; y un sistema de disminución y manejo de residuos, 

entre otros, en función a la viabilidad técnica y financiera de la autoridad que corresponda. 



 

 
  

Las modificaciones en inmuebles declarados monumentos artísticos o históricos se llevarán a cabo bajo la 

supervisión y lineamientos establecidos por el Instituto Nacional de Antropología e Historia o del Instituto 

Nacional de Bellas Artes, según corresponda, con objeto de evitar afectaciones a dichos inmuebles. 

Segundo. Se adiciona la fracción IV al artículo 17 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las 

Mismas, para quedar en los siguientes términos: 

Artículo 17. En la planeación de las obras públicas y de los servicios relacionados con las mismas que 

pretendan realizar los sujetos a que se refieren las fracciones I a VI del artículo 1 de esta Ley, deberán ajustarse 

a: 

... 

II. Los objetivos y prioridades del Plan Nacional de Desarrollo y de los programas sectoriales, institucionales, 

regionales y especiales que correspondan, así como a las previsiones contenidas en sus programas anuales; 

III. Los objetivos, metas y previsiones de recursos establecidos en el Presupuesto de Egresos de la Federación 

o, en su caso, al presupuesto destinado a las contrataciones que los fideicomisos públicos no considerados 

entidades paraestatales prevean para el ejercicio correspondiente; y 

IV. Minimizar el impacto ambiental de las obras y del eventual funcionamiento del inmueble, incluyendo 

medidas que permitan generar energía de fuentes renovables y disminuyan y hagan más eficiente su 

consumo; un sistema de captación pluvial y reúso de líquidos; y un sistema de disminución y manejo de 

residuos. 

Tercero. Se reforma el artículo 29 de la Ley General de Bienes Nacionales, para quedar en los siguientes 

términos: 

Artículo 29. Corresponden a la Secretaría, además de las atribuciones que le confiere el artículo anterior, las 

siguientes: 

... 

XXI. Fijar la política de la Administración Pública Federal en materia de arrendamiento de inmuebles, 

cuando la Federación o las entidades tengan el carácter de arrendatarias; 

XXII.- Emitir las normas técnicas necesarias para garantizar la disminución del impacto ambiental del uso de 

los inmuebles, considerando, al menos, medidas que permitan generar energía de fuentes renovables y 

disminuyan y hagan más eficiente su consumo; un sistema de captación pluvial y reúso de líquidos; y un 

sistema de disminución y manejo de residuos; y 

XXIII.- Las demás que le confieran esta Ley u otras disposiciones aplicables. 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 



 

 
  

Segundo. Las autoridades responsables de los inmuebles públicos o de uso público deberán identificar cuáles 

son sujetos a mejoras en su sustentabilidad, en términos del artículo 17 Ter de la Ley General de Equilibrio 

Ecológico y la Protección al Ambiente, en un plazo no mayor a un año, contando con un plazo idéntico para 

realizar las mismas, esto último en función a la viabilidad técnica y financiera. 
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 20 de marzo del 2019. 

Diputado José Guillermo Aréchiga Santamaría (rúbrica) 

 

 


